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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 20
        Mayo 22 y 23 de 2013
 


La Corte Constitucional constató que la forma en que está regulada la audiencia de imputación de cargos y las consecuencias de la aceptación condicional de responsabilidad penal, no vulneran los derechos al debido proceso y a la defensa
	       I. EXPEDIENTE D-9278    -   SENTENCIA  C-303/13   (Mayo 22)

          M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez


1.
Norma acusada

 LEY 906 DE 2004

(agosto 31)

Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal 

ARTÍCULO 286. CONCEPTO. La formulación de la imputación es el acto a través del cual la Fiscalía General de la Nación comunica a una persona su calidad de imputado, en audiencia que se lleva a cabo ante el juez de control de garantías.
ARTÍCULO 288. CONTENIDO. Para la formulación de la imputación, el fiscal deberá expresar oralmente:

1. Individualización concreta del imputado, incluyendo su nombre, los datos que sirvan para identificarlo y el domicilio de citaciones.

2. Relación clara y sucinta de los hechos jurídicamente relevantes, en lenguaje comprensible, lo cual no implicará el descubrimiento de los elementos materiales probatorios, evidencia física ni de la información en poder de la Fiscalía, sin perjuicio de lo requerido para solicitar la imposición de medida de aseguramiento.

3. Posibilidad del investigado de allanarse a la imputación y a obtener rebaja de pena de conformidad con el artículo 351.
ARTÍCULO 351. MODALIDADES. La aceptación de los cargos determinados en la audiencia de formulación de la imputación, comporta una rebaja hasta de la mitad de la pena imponible, acuerdo que se consignará en el escrito de acusación.

También podrán el fiscal y el imputado llegar a un preacuerdo sobre los hechos imputados y sus consecuencias. Si hubiere un cambio favorable para el imputado con relación a la pena por imponer, esto constituirá la única rebaja compensatoria por el acuerdo. Para efectos de la acusación se procederá en la forma prevista en el inciso anterior.

En el evento que la Fiscalía, por causa de nuevos elementos cognoscitivos, proyecte formular cargos distintos y más gravosos a los consignados en la formulación de la imputación, los preacuerdos deben referirse a esta nueva y posible imputación.

Los preacuerdos celebrados entre Fiscalía y acusado obligan al juez de conocimiento, salvo que ellos desconozcan o quebranten las garantías fundamentales.

Aprobados los preacuerdos por el juez, procederá a convocar la audiencia para dictar la sentencia correspondiente.

Las reparaciones efectivas a la víctima que puedan resultar de los preacuerdos entre fiscal e imputado o acusado, pueden aceptarse por la víctima. En caso de rehusarlos, esta podrá acudir a las vías judiciales pertinentes.
ARTÍCULO 356. DESARROLLO DE LA AUDIENCIA PREPARATORIA. En desarrollo de la audiencia el juez dispondrá:

1. Que las partes manifiesten sus observaciones pertinentes al procedimiento de descubrimiento de elementos probatorios, en especial, si el efectuado fuera de la sede de la audiencia de formulación de acusación ha quedado completo. Si no lo estuviere, el juez lo rechazará.

2. Que la defensa descubra sus elementos materiales probatorios y evidencia física.

3. Que la Fiscalía y la defensa enuncien la totalidad de las pruebas que harán valer en la audiencia del juicio oral y público.

4. Que las partes manifiesten si tienen interés en hacer estipulaciones probatorias. En este caso decretará un receso por el término de una (1) hora, al cabo de la cual se reanudará la audiencia para que la Fiscalía y la defensa se manifiesten al respecto.

PARÁGRAFO. Se entiende por estipulaciones probatorias los acuerdos celebrados entre la Fiscalía y la defensa para aceptar como probados alguno o algunos de los hechos o sus circunstancias.

5. Que el acusado manifieste si acepta o no los cargos. En el primer caso se procederá a dictar sentencia reduciendo hasta en la tercera parte la pena a imponer, conforme lo previsto en el artículo 351. En el segundo caso se continuará con el trámite ordinario.
ARTÍCULO 367. ALEGACIÓN INICIAL. Una vez instalado el juicio oral, el juez advertirá al acusado, si está presente, que le asiste el derecho a guardar silencio y a no autoincriminarse, y le concederá el uso de la palabra para que manifieste, sin apremio ni juramento, si se declara inocente o culpable. La declaración podrá ser mixta, o sea, de culpabilidad para alguno de los cargos y de inocencia para los otros.

De declararse culpable tendrá derecho a la rebaja de una sexta parte de la pena imponible respecto de los cargos aceptados.

Si el acusado no hiciere manifestación, se entenderá que es de inocencia. Igual consideración se hará en los casos de contumacia o de persona ausente. Si el acusado se declara inocente se procederá a la presentación del caso.
2.
Decisión

Declarar la EXEQUIBILIDAD por los cargos propuestos y analizados, de las expresiones “comunica” del artículo 286;“Posibilidad del investigado de allanarse a la imputación” del artículo 286.3;“determinados”  y “comporta una rebaja hasta la mitad de la pena imponible, acuerdo que se consignará en el escrito de acusación”  del artículo 351; “Que el acusado manifieste si acepta o no los cargos”  del artículo 356.5; y “sin apremio ni juramento, si se declara inocente o culpable” del artículo 367 de la Ley 906 de 2004.

3.
Síntesis de los fundamentos

La Corte debía resolver (i) si se lesiona el derecho de defensa cuando la imputación en contra de una persona, se formula sin que previamente tenga la posibilidad de pronunciarse integralmente sobre los cargos que se le imputan; i) si el derecho de defensa comprende la facultad para obtener descuentos punitivos por el reconocimiento condicional de la responsabilidad penal; (iii) si el principio de la justicia premial impone la necesidad de reconocer descuentos punitivos al reconocimiento condicional de la responsabilidad penal; y (iv) si el reconocimiento condicionado de la responsabilidad penal debe ser equiparado, en términos punitivos, a la hipótesis del reconocimiento puro y simple de la responsabilidad. 

La Corte consideró que el legislador al regular la imputación de cargos, dotó de garantías el derecho de defensa, al menos por tres razones: (i) en primer lugar, porque se diseñó un momento procesal específico dotado de todas las garantías procedimentales e institucionales, para informar al presunto responsable sobre la existencia de un procedimiento penal en su contra: la audiencia de formulación de la imputación, la cual, lejos de limitar el derecho de defensa, lo hace posible; (ii) en segundo lugar, porque la ley previó un escenario específico para delimitar el alcance de la controversia jurídica, es decir, para que el Estado informe al particular sobre los hechos considerados relevantes y la calificación jurídica provisional de las conductas y para que este último tenga claridad sobre la materia sobre la cual recaerá la actividad procesal del ente acusador; como esa delimitación es fundamental para ejercer la defensa, toda vez que no es posible defenderse frente a acusaciones indeterminadas, la realización de esta audiencia informativa posibilita el ejercicio del derecho; (iii) aunque en esta audiencia el presunto infractor de la ley penal no puede controvertir ni modificar los términos de la imputación, tiene la posibilidad de hacerlo durante todo el procedimiento penal; es decir, la defensa material no se ejerce en dicha audiencia, sino justamente a partir de ella. Por estas razones, el carácter informativo de la audiencia de formulación de acusación no desconoce el derecho al debido proceso y en consecuencia, el término “comunica” contenido en el artículo 286 del Código de Procedimiento Penal, fue declarado exequible.

De otra parte, la Corporación determinó que el derecho al debido proceso no exige, ni de éste se deriva, la facultad para obtener descuentos punitivos por el reconocimiento de la responsabilidad penal, y menos aún, cuando esta aceptación no coincide con los términos en que es formulada por la Fiscalía. A su juicio, de las expresiones acusadas de los artículos 288.3 y 351 de la Ley 906 de 2004 no se deduce ninguna limitación para que el implicado en el proceso penal pueda desvirtuar la fórmula de la Fiscalía y para acreditar la suya propia. Además, el actor parte de asimilar dos hipótesis sustancialmente distintas: el allanamiento a los cargos formulados por la Fiscalía y la aceptación de la responsabilidad, pero en términos distintos a los propuestos por el ente acusador; mientras que en un caso finaliza el procedimiento penal, cesa la actividad procesal del Estado y se obtienen anticipadamente los resultados en materia de justicia material, en el otro la controversia permanece y la contención debe continuar. Esta diferencia sustancial entre una y otra hipótesis explica la diferencia normativa. Finalmente, la medida legislativa no compromete en modo alguno el sistema de colaboración de la justicia, ya que aunque en este caso no existe un reconocimiento en términos punitivos de la aceptación condicional de la responsabilidad penal, ello obedece a que dicha aceptación no hace cesar la controversia jurídica y adicionalmente, no afecta los demás mecanismos de la justicia que permiten llegar a un acuerdo por colaboración, dentro del procedimiento penal. Por consiguiente, la previsión del descuento punitivo para la aceptación de cargos en la audiencia de formulación de la acusación no se considera vulneratoria del debido proceso y por ende, las expresiones demandadas de los artículos 288. 3 y 351 de la Ley 906 de 2004, se ajustan a la Constitución en el aspecto analizado. Por las mismas razones, la consecuencia de que solo se conceda el beneficio de la reducción de hasta la tercera parte de la pena, cuando en la audiencia preparatoria el imputado acepta los cargos formulados por la Fiscalía, lo cual no ocurre cuando se reconoce la responsabilidad penal, pero en unos términos distintos a los propuestos por el ente acusador, no se consideró que vulnere el debido proceso y por ello, la expresión impugnada del artículo 356 de la Ley 906 de 2004 fue declarada exequible. De igual manera, el Tribunal consideró que, por los mismos motivos, el hecho de que únicamente se conceda la rebaja de una sexta parte de la pena imponible cuando en la alegación inicial del juicio el acusado se declara culpable en los términos propuestos por la Fiscalía, pero no, cuando la reconoce en otros términos, como lo dispone el artículo 367 del Código de Procedimiento Penal, no desconoce el debido proceso, de manera que esta expresión también fue declarada exequible.

